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TRIBUNAL SUPERIOR

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISION PENAL
Magistrado  Ponente:

LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, veintisiete (27) de septiembre de dos mil diez (2010)
Hora: 4:30 p.m.
Aprobado según Acta No. 618.
Radicación:


66001-60-00-000-2010-00003-01
Procesados:


Myriam Lucía Solarte Muñoz
Conducta Punible:
Lavado de activos, captación masiva y habitual de dineros, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir.
Procedencia:
Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira.
ASUNTO:
La Corporación se pronuncia en torno al recurso de apelación interpuesto por el señor Fiscal veinticuatro Seccional de esta ciudad, contra la decisión proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, mediante la cual negó la admisión en el juicio oral de una prueba documental presentada por el ente acusador.
ANTECEDENTES:

Desarrollo fáctico.

La Fiscalía radicó escrito de acusación contra Myriam Lucía Solarte Muñoz por los delitos de lavado de activos, captación masiva y habitual de dinero, enriquecimiento ilícito y concierto para delinquir. Como consecuencia de ello, en sesiones del 19 y 24 de febrero de 2010, se llevó a efecto la audiencia de formulación de acusación, en la que conforme al requerimiento de los abogados de la defensa y con anuencia del señor Juez, la Fiscalía puso a disposición de esta parte, todos elementos materiales probatorios.

Durante los días 16 de abril y 4 de julio se realizó la audiencia preparatoria, con ocasión de la cual fueron decretadas las pruebas pedidas por las partes y se tramitó recurso de apelación a instancia del Fiscal acusador ante la negativa de exclusión de unos medios de prueba solicitados por la defensa, el cual fue posteriormente desistido
.

El pasado 14 de septiembre se dio inicio a la audiencia del juicio oral y luego de varias sesiones y suspensiones fue reanudada el 21 del mismo mes con el fin de continuar con el recaudo probatorio, para lo cual se citó al estrado a la testigo Claudia Patricia Reyes Salazar, en cuyo desarrollo presentó a título de documento dos revistas al parecer editadas por la comercializadora D.R.F.E. y concluido el interrogatorio la Fiscalía procedió a la descripción y exhibición de las mismas; la defensa pidió su inadmisión como ‘elemento probatorio o medio de prueba’.

Argumentó la defensa que no existe medio alguno de autenticación en la forma indicada por el artículo 426, porque Claudia Patricia Reyes Salazar no fue citada como perito, sino como testigo y ella no ha participado en la elaboración de los documentos, no fue su autora o editora y no aparece en ninguna impresión fotográfica, por lo que considera que al no reunir los requisitos de la norma citada, no se puede dar fe de su autenticidad y pide desatender la admisión del elemento material de prueba a cuya introducción aspira la Fiscalía.
LA DECISION DE INSTANCIA:

Expuso la señora Juez que conforme con el artículo 424 del C. de P. Penal, son documentos los textos impresos y que a su vez la norma siguiente (425) dispone que se tendrá como auténtico todo aquél que ofrezca certeza sobre la persona que lo ha impreso, se ha producido su reconocimiento, etc.
Concluyó que de los ejemplares de las revistas presentadas por la testigo, no se tiene certeza sobre su autoría, o quien hizo la impresión, si los artículos corresponden a la realidad y que además la testigo siempre hizo alusión en cada respuesta a los términos: “según se lee en la revista”, lo que da a entender que ella no tiene conocimiento de si ese contenido corresponde a la verdad. Anota que si bien la testigo fue la persona que las recaudó, embaló, rotuló y ejerció su cadena de custodia, ello se dio luego de que éstas ya se encontraban elaboradas y que por tanto, no se cumple con los requerimientos legales para ser aducidos como prueba por adolecer de falta de autenticidad y ante ello decide no admitirlas.

DE LA IMPUGNACION:
El señor Fiscal recurrente, con el agotamiento de la reposición y subsidiario de apelación, argumentó que estos documentos han sido referenciados por los testigos que han pasado por el estrado y que los mismos no tienen carácter de privados, sino de públicos, acepción que utilizó como eje central de su disenso. Advierte que de estas revistas no existe una sino muchas como se indicó en las pruebas antecedentes y arguye que se trata de ejemplares especializados en una materia, porque allí se está hablando de bienes y servicios de la comercializadora D.R.F.E., por lo que solicitó se revoque la determinación y se aduzcan como medios de prueba documentales.
Por su parte, el señor defensor sobre las referencias que se han hecho de las revistas en los testimonios, adujo que no importa la cantidad sino la calidad de la prueba y que se le está dando una mala definición a lo que es documento público ya que el hecho de existir pluralidad de documentos, no los hace públicos, porque éste es el expedido por servidor o por una entidad pública. Precisó que la normatividad no es interpretada en forma adecuada por la Fiscalía y que el acusador no ha podido justificar la forma para que tenga pertinencia la admisión de las revistas como medio de prueba, por lo que solicita se ratifique lo resuelto.
Decisión de la reposición.

Previa una amplia disertación de la falladora acerca del concepto de documento público y la calidad de los folletos, reitera que ellos no se pueden introducir al juicio, porque no se cumplió ninguno de los métodos de autenticación legales y que igual no tienen la categoría de documentos públicos, por lo que sostiene su decisión y otorga la alzada.
CONSIDERACIONES:
Competencia:
La Sala se encuentra habilitada para revisar la determinación que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y de lo estipulado por los artículos 34-1 y 359-3 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se ha impartido este trámite procesal.
Problema jurídico:
Corresponde a esta Colegiatura determinar el grado de acierto de la señora Juez en su pronunciamiento con ocasión del desarrollo del juicio oral, consistente en inadmitir como prueba a cargo de la Fiscalía unos documentos consistentes en dos ediciones de unas revistas al parecer producidas por la Comercializadora D.R.F.E.
SOLUCIÓN:
El tema en discusión se concentra en la exhibición por parte de la Fiscalía acusadora durante el desarrollo del juicio oral mediante la testigo Claudia Patricia Salazar Reyes, de unos elementos materiales de prueba -bajo la modalidad de documentos-, frente a lo cual la defensa arremetió contra su autenticidad, por no allanarse a los requisitos establecidos por el artículo 426, lo cual hizo que se dispusiera su inadmisión, evento que permitió a la Fiscalía alzarse con los recursos ordinarios.
La Colegiatura debe recordar a la directora del debate, que en desarrollo del juicio oral las discusiones de los contendientes sobre las pruebas tienen un antecedente vital en la estructura del proceso que lo es la audiencia preparatoria, a la cual debe retrotraer su mirada el fallador para pronunciarse sobre la litis, de tal manera que con sentada cordura no se deje llevar por elucubraciones que la puedan conducir a equívocos.
Las reglas relativas al régimen probatorio que se consagra en el sistema penal acusatorio
, se encuentran diseminadas a lo largo de la codificación adoptada con tal finalidad. Es así como la normativa relacionada con el juicio, se desarrolla sobre la base inicial de una acusación con ocasión de la cual, la Fiscalía hace sus primeros enunciados acerca de la prueba que adenda al escrito para fundamentarla; desemboca luego el curso de la acción en la audiencia preparatoria donde se sienta ya un precedente de legalidad acerca de la prueba que regirá el debate, y sus reglas imponen la solicitud de las partes en tal sentido y la aprobación del juez, para luego tener la oportunidad los contendientes de impetrar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad.

De tal suerte que es la audiencia preparatoria el momento propicio para la solicitud, decreto y oposición probatoria, y bajo esta égida podemos señalar que el escenario procesal oportuno para pedir la inadmisión de un medio de prueba lo es en aquella y no en la del juicio oral al que se ha llegado con unas pruebas ya autorizadas, de manera que en este no es posible reabrir un debate sobre los requisitos de conducencia, pertinencia y utilidad.

Sin embargo conviene destacar que durante el desarrollo de la audiencia de juicio oral pueden surgir problemas relativos a la introducción de los elementos materiales probatorios o evidencia física, porque no se conocieron en toda su dimensión, pese al descubrimiento que los antecede y en consecuencia resulta posible que por vía de excepción se deban tomar decisiones acerca de la inadmisión, rechazo o exclusión de aquellos.
En el presente asunto la Sala observó que al momento de formularse el escrito de acusación, se mencionó por la Fiscalía como evidencia física unas revistas atribuidas a proyecciones D.R.F.E., indicando que estas ‘se presentarán’ con la prueba testimonial deprecada, y de ellas se hizo descubrimiento según consta en el acta. Esa misma prueba fue solicitada por la Fiscalía en la audiencia preparatoria para ser exhibida en el juicio y fue aceptada sin que la defensa hubiese manifestado inconformidad u oposición; tampoco interpuso solicitud de exclusión rechazo o inadmisibilidad, según la facultad contenida en el canon 359.
En el debate que nos concentra, no se cuestiona la calidad de documentos conforme con el artículo 425 del C. de P. Penal, como tampoco aspectos relativos a la legalidad de la cadena de custodia o a los medios empleados para su obtención, aunque sí se refuta su autenticidad, ya que la defensa tendió un manto de duda al precisar que requieren de autenticación para su aducción.

Así que los elementos materiales de prueba cuya autenticidad se coloca en tela de juicio ostentan visos de legalidad para su admisión y valoración como aspectos de forma que se deben observar, de tal suerte que es del caso entrar a analizar la censura que origina su aducción al juicio oral.
Observados por la Colegiatura los documentos aludidos, se aprecia que ellos son contentivos básicamente de publicidad que se genera por parte de la Comercializadora D.R.F.E. y se dirigen hacia la población en general, para hacerle ofertas de carácter comercial, con ocasión de lo cual se brindan bienes y servicios provenientes de reconocidas marcas nacionales y extranjeras posicionadas en el mercado Colombiano.
De otra parte, si el medio testimonial usado para su introducción asegura haberlas recogido al momento de realizarse el allanamiento a las oficinas del grupo D.R.F.E. cuya existencia se acepta sin la menor discusión, como también se conoce en el juicio a los señores Carlos Alfredo Suárez y James Iván Moncaleano como personas responsables de esta edición, ello constituye fundamento de peso para desvirtuar que se trata de un documento anónimo, por el contrario, su genuinidad no admite duda, máxime que se trata de ediciones dirigidas al público en general, y contienen ofertas de carácter mercantil.
La Sala concuerda con la señora Juez en que estos folletos no tienen la entidad de documentos públicos porque no son expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones y en este sentido la equivocación del señor Fiscal es evidente; sin embargo sí son documentos que tienen como destinatario al público, y el que no ostenten la calidad de públicos en la acepción que trae la ley procesal, tampoco indica que entrañen apocrifidad, porque como lo sostiene la Fiscalía, se encontraban ad portas de iniciar un proceso de circulación, puesto que según lo indicado por el testigo Germán Gómez Jurado, interventor y liquidador de tal empresa, el número de ejemplares reproducidos fue bastante considerable.
Es importante tener en cuenta que a los métodos de autenticación previstos en el artículo 426, se debe acudir cuando se dude del origen y contenido del documento, pero en un evento como éste en que su procedencia, autoría y edición de las revistas, surge como hecho notorio, no requiere de prueba
 y en tal condición, reversar su viso de autenticidad amparado sólo por la calidad de documento privado, sería desconocer la realidad material que aquí se evidencia.
En efecto, en el presente caso no puede pretextarse desconocimiento en el origen de las revistas cuya aducción se pretende por el ente acusador, porque en ellas se indica con claridad y suficiencia ese aspecto el cual se supera por su propio texto al indicarse no solo el ISSN (número serial de estándar internacional), sino también la matrícula mercantil de la comercializadora D.R.F.E.

Lo que aquí no se puede pretender es que la persona contra la cual se aduce, haga presencia como testigo de acreditación porque seguramente no lo va a hacer y sería un contrasentido ya que su comparecencia la tornaría en testigo de la Fiscalía. Ello sería tanto como pretender, a vía de ejemplo, que en un juicio por rebelión se busque que los acusados sirvan para acreditar los panfletos subversivos editados para atacar el régimen constitucional, obtenidos en un allanamiento.
Con todo, se precisa que acorde con el principio de contradicción, la defensa tiene la oportunidad de controvertir por los medios legales estos documentos exhibidos y su valoración corresponde al juez con fundamento en el debate que se desarrolle acerca de su legalidad, autenticidad, cadena de custodia y grado de aceptación, por lo que al momento del fallo resolverá acerca de su eficacia probatoria.

Entonces, al no existir duda acerca de la procedencia de las revistas, como tampoco de su fundador, director, subdirector y encargada de diseño y diagramación, se impone para esta Corporación abrogar el auto proferido el 21 de septiembre pasado materia de impugnación por la Fiscalía, para que en su lugar se disponga su aducción a través de la testigo Claudia Patricia Reyes Salazar.
DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE:
Revocar el proveído adoptado en audiencia de juicio oral del 21 de septiembre de 2010 por la señora Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira y en su lugar ordenar la admisión de las dos revistas rotuladas con la expresión “Comercializadora D.R.F.E.”, como elementos de prueba de la Fiscalía Acusadora.
Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso.

Cópiese, comuníquese y cúmplase.
LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MARIA EUCARIS PARRA JARAMILLO
Magistrado









Secretaria
� Folio 36


� Folios 42 y 55


� Folio 67-68


� Código de Procedimiento Penal – Ley 906 de 2004


� Art. 177 C. de P. C. “Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba”.
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